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	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS MANUEL REYES ZAMORA

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN 

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la denegatoria de su solicitud para establecer una estación experimental de televisión.

	Respuesta del recurrido: La solicitud no procede debido a que la TV pretende ser explotada por el Estado con fines culturales.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procedimiento justificado). VS de los Magistrados Jacobo, Sanabria, Jiménez y González.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dos de abril de mil novecientos cincuenta y seis, con asistencia de los Magistrados Baudrit (Presidente); Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente González Sibaja.
Artículo XIV
Se conoció del recurso de Amparo establecido por el señor CARLOS MANUEL REYES ZAMORA contra el señor Ministro de Gobernación, en que—entre otras cosas—manifiesta: “1° - Con fecha 12 de enero de este año me dirigí al señor Ministro de Gobernación en solicitud de una licencia para operar una radioemisora experimental de televisión. 2° - Fundé mi petición en los preceptos de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954 y en los artículos 46 y 89 de la Constitución Política y, después de una serie de razonamientos en pro de la conveniencia de permitir en el país los trabajos experimentales de televisión, señalé las normas técnicas de la licencia solicitada, las cuales fueron las siguientes: Potencia máxima: 18 Watts, video, 20 Watts, audio. Frecuencia 60 a 66 megaciclos. Portadora de imagen: 61,25 Mc. modulación de amplitud. Portadora de sonido: 65.75 Mc. frecuencia modulada: 50 Kc. Max. – Sincronización: standard común. Antena: supertunstile, de un elemento. – 3° - El señor Ministro de Gobernación, en nota N° 00602 de fecha 25 de enero de este año, denegó la solicitud conforme a los términos que transcribo: ‘Señor Ing. Don Carlos Manuel Reyes, Alajuela. Estimado señor: me permito comunicar a usted que, solicitado que fue el parecer del Departamento de Control Nacional de Radio en relación con su solicitud para que se le permita operar una radiodifusora experimental de televisión, ese Departamento se pronunció en forma negativa. El Ministerio a mi cargo deplora verse obligado a denegar su estimable solicitud, tanto porque no existe aún reglamento alguno sobre televisión, como porque la actual Administración, al definir su política fundamental en esa materia, dispuso que la televisión sea en Costa Rica un servicio estatal con fines eminentemente culturales. Soy de usted atento servidor, f) Fernando Volio Sancho, Ministro de Gobernación’. – 4° - El 30 de ese mismo mes me dirigí nuevamente al señor Ministro pidiéndole que revocara su disposición original. Dicho funcionario, en nota N° 01647 de fecha 27 de febrero próximo pasado, nota que llegó a mis manos al día siguiente, me contestó lo que copio: ‘Señor don Carlos Manuel Reyes Zamora. c/ Oficina Lic. Guido Álvarez. Pte. Estimado señor: me refiero a la gestión de usted encaminada a obtener que se reconsidere la nota de este Ministerio N° 602 de 25 de enero p. pasado, en la cual hube de contestar la solicitud que usted formulara con el objeto de que se le concediese licencia para establecer una estación radiodifusora experimental de televisión. Del modo más atento manifiesto a usted que mi Despacho mantiene invariable, apoyado en los motivos que le sirven de base, el criterio que sobre el particular expuso en la indicada nota. – Tratándose de comunicaciones inalámbricas, que son del dominio del Estado, la Administración Pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares. Este principio está contenido en el artículo 121, inciso 14, párrafo c) de la Constitución Política, y reafirmado en la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954. En esa virtud, la política fundamental que respecto de la televisión ha adoptado este Gobierno y que invoqué, junto con otras razones, para denegar su solicitud, en la nota ya citada, se ajusta cumplidamente a las normas constitucionales y legales.  Me suscribo su atento servidor, f) Fernando Volio Sancho, Ministro de Gobernación’. 5° - De las notas transcritas se desprende que la actitud del Ministro de Gobernación para denegar mi solicitud, se funda: 1) en que no existe aún un reglamento sobre televisión; 2) en que la actual Administración, al definir su política fundamental en esa materia, dispuso que la televisión sea en Costa Rica un servicio estatal con fines eminentemente educativos; y 3) en que tratándose de comunicaciones inalámbricas—que son del dominio del Estado—la Administración Pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares. 6° - Las tres razones dadas por el señor Ministro, ni son justas ni son legales: son violatorias de los artículos 28, 29, 46 y 89 de la Constitución Política. Analicemos una por una: A) La Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, en su artículo 9°, párrafo 2°, dice: ‘El Ministerio de Gobernación, de acuerdo con el Departamento de Control Nacional de Radio, elaborará un reglamento que ofrezca las mayores facilidades técnicas en el ramo de la televisión, ciñéndose a los acuerdos internacionales suscritos por Costa Rica, como contribución al desarrollo de esa ciencia’. De acuerdo con el artículo 140 de la Constitución Política, son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente de la República y al respectivo Ministro de Gobierno: ‘Inciso 3°. – Sancionar y promulgar las leyes, reglamentarlas, ejecutarlas y velar por su exacto cumplimiento. Inciso 18. – Darse el reglamento que convenga para el régimen interior de sus despachos y expedir los demás reglamentos y ordenanzas necesarias para la pronta ejecución de las leyes’. La lectura de estos textos no deja lugar a ninguna duda en cuanto a que la falta del reglamento de televisión—razón ésta en que se apoya el señor Ministro para denegar mi solicitud—es omisión imputable al señor Presidente de la República y a su Ministro de Gobernación, quienes dos años después de promulgada la Ley N° 1758 y con manifiesto olvido de sus deberes constitucionales, no han emitido todavía el reglamento que les ordena emitir la Constitución Política y la mencionada ley. De donde resulta que la primera razón del señor Ministro es injusta e ilegal, ya que nadie puede sacar ventaja ni escudarse en sus propias infracciones a la ley. Por otra parte, lo que yo he estado pidiendo es una licencia provisional de experimentación, y los requisitos a que debería someterse podían muy bien haber sido indicados en la resolución o acuerdo en que se me concediera el permiso—sin necesidad de esperar a la emisión del reglamento, que al paso que va se quedará para las calendas griegas—. Por supuesto, esa sinrazón del Ministerio es evidentemente un pretexto—uno de tantos, para encubrir el verdadero propósito de la denegatoria: el afán del Gobierno en monopolizar la televisión. B) Y pasamos ahora a la segunda razón del Ministerio: el monopolio. ‘La actual administración dispuso—dice el señor Ministro—que la televisión sea en Costa Rica un servicio estatal con fines eminentemente educativos’. – Los monopolios son odiosos, aunque sean del Estado. La palabra monopolio y todo lo que esa palabra significa, es desagradable a los oídos de los costarricenses. La intervención del Estado en aquellas actividades que corresponden a la iniciativa privada es fuente de los mayores peligros e inconvenientes, porque al aumentarse desmesuradamente la autoridad del Estado, éste se hace cada día más arbitrario con grave daño de la libertad y de los derechos humanos. La televisión es un progreso feliz de la técnica moderna, y en todos los países en donde funciona, se ha dejado en manos de la empresa privada, sujeta—claro está—al control y la vigilancia del Estado, para evitar que se desvíe del sentido ético en que debe desenvolverse. Contínuamente estamos citando a los Estados Unidos como país modelo, como ejemplo mundial de libertad y democracia. Pero no seguimos sus pasos; preferimos seguir la huella del totalitarismo, que es adonde iremos a parar si continuamos con la injerencia del Estado en las actividades que corresponden a la empresa privada. En los Estados Unidos, lo mismo que en México, Cuba, Argentina, Venezuela, etc., la iniciativa particular es la que explota la televisión. Con excepción de Rusia, en todos los países la televisión se explota en esa forma. Aquí parece que se prefiere a Rusia que a los Estados Unidos y demás pueblos libres de la tierra. En esos países hay leyes y reglamentos a los que deben someterse los concesionarios, pero la televisión no es ni servicio estatal ni monopolio del Estado. No es mi propósito ponderar en esta ocasión los maravillosos alcances de la televisión ni hacer su panegírico. La vasta y docta iluminación de los señores Magistrados a quienes tengo la honra de dirigirme, me relevan de todo comentario y me ahorran la explicación de los provechos que derivaría el país, por la fuerza incontrastable de la competencia, si la televisión operara en manos particulares. De todas maneras, señores Magistrados, la segunda razón del señor Ministro es tan inconsistente como la primera. Los monopolios en Costa Rica no se establecen porque así lo haya dispuesto el señor Ministro o todo el Consejo de Gobierno. Tenemos un trámite constitucional: el que fija el párrafo 4° del artículo 46 de la Carta Fundamental, y mientras treinta diputados no lo hayan creado, no existe monopolio. Y si no existe monopolio, las actividades comerciales, agrícolas e industriales del país pueden ser ejercidas por la empresa particular, sin otras limitaciones que las que establezca la ley. En lo que toca a la televisión, ya tenemos la ley, que es la N° 1758, y en consecuencia, aunque el señor Ministro aliente entre sus planes el monopolio o servicio estatal de la televisión, lo cierto es que en el momento presente la televisión puede ser explotada por la empresa privada. C) Alega el señor Ministro—como tercera razón en apoyo de sus tesis denegatorias—que tratándose de comunicaciones inalámbricas, la administración pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares. La administración pública no es ni puede ser arbitraria. Está sujeta a reglas, a disposiciones jurídicas, a principios igualitarios, a condiciones éticas. Los funcionarios públicos—por más elevados que estén colocados en el escalafón jerárquico—no dispensan favores ni otorgan mercedes a su libre albedrío. ‘Los funcionarios públicos—dice el artículo 11 de la Constitución—son simples depositarios de la autoridad, y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede’. La ley, pues, sujeta al funcionario y su principal obligación es cumplirla. La fidelidad a la ley es el deber supremo de los funcionarios públicos. Darle a uno y negarle a otro, porque así le convenga al libre albedrío de un Ministro, no es práctica administrativa recomendable. Negar una concesión por cuanto un Ministro desea establecer un monopolio, sin que ese monopolio exista constitucionalmente, es práctica administrativa arbitraria, que viola la libertad y los derechos individuales. Es perenne y tenaz la lucha del gobernado con la administración pública, por evitar que se le atropelle. Todo el que ejerce autoridad—dicen los tratadistas de derecho público—tiende a abusar de ella, mientras no encuentre un valladar que se le oponga. El valladar es la Corte Suprema de Justicia y sus Tribunales, último refugio de los gobernados en defensa de sus derechos. Aun la actividad discrecional de la administración debe estar sometida a un contralor para impedir la arbitrariedad, y la evolución de las ideas jurídicas tiende a someter esa actividad a cánones reglados, es decir, a disminuir la discrecionalidad del Poder Público. – Dicho lo anterior, digamos también que el señor Ministro se equivoca en la aplicación de la ley. Según él, en el caso de comunicaciones inalámbricas, la administración pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares. Funda el señor Ministro esa premisa en el inciso 14, párrafo c), del artículo 121 de la Constitución Política. Veamos lo que dice este texto, no sin antes llamar la atención en el hecho de que el artículo 121 es el que determina los deberes y atribuciones exclusivas de la Asamblea Legislativa: ’14) No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: … c) los servicios inalámbricos. Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores, sólo podrán ser explotados por la administración pública o por los particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa’. El mismo texto citado por el señor Ministro, sirve para demostrar que los particulares sí tienen personería para explotar los servicios inalámbricos. Esa explotación no es privilegio de la administración pública. Los particulares también pueden explotarlos de acuerdo con la ley y con las condiciones y estipulaciones que fije la Asamblea. Y la Asamblea Legislativa determinó ya esas condiciones al emitir la Ley N° 1758. Por consiguiente, la explotación de estaciones inalámbricas de televisión—según la propia opinión de la Asamblea—pueden hacerla los particulares. Aquí no tiene por dónde entrar el ‘libre albedrío’ del señor Ministro, por más respetable que ese sentimiento sea. Aquí estamos ante un canon explícito de la Carta Fundamental y ante una ley expresa de la República. El incumplimiento de esas normas viola las garantías individuales y la libertad del gobernado. Permítaseme un ejemplo: el caso de los servicios inalámbricos es el mismo de las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público. El Servicio Nacional de Electricidad, a cuyo cargo está el otorgamiento de las concesiones de aguas, no puede negar, porque así lo disponga su libre albedrío, una concesión de esa naturaleza. Lo puede hacer si el solicitante no se ajusta a las condiciones de la ley, o si la concesión que pide es lesiva a derechos de tercero. Pero si está en regla la petición y justificada la necesidad conforme a la ley, la concesión debe ser otorgada. Si no fuera así, los funcionarios del Servicio estarían diciendo sí o no, según sus sentimientos, afectos e inclinaciones personales, muy estimables por cierto, pero en abierta contradicción y violación con el precepto del artículo 33 de la Constitución Política que nos hace a todos iguales ante la ley. Basta aplicar ese simple ejemplo al Ministerio de Gobernación—que en materia de licencias para el funcionamiento de estaciones inalámbricas tiene la misma competencia del Servicio Nacional de Electricidad en cuanto a las aguas (artículo 6° de la Ley N° 1758), para que nos demos cuenta de lo inocuo que resulta lo del ‘libre albedrío’ alegado por el señor Ministro. 7° - Demostrada la ilegalidad e inconsistencia de las razones expuestas por el señor Ministro para fundamentar su actitud denegatoria, paso a señalar los derechos individuales violados por la disposición del Ministerio de Gobernación: A) artículo 28 de la Constitución Política. ‘Nadie puede ser inquietado o perseguido por la manifestación de sus opiniones, ni por acto alguno que no infrinja la ley. Las acciones privadas que no dañen la moral y el orden públicos, o que no perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley’. B) Artículo 29 de la Constitución Política. ‘Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura’. Viola el señor Ministro esas dos garantías individuales, porque al negarme el permiso solicitado me inquieta en la oportunidad que tengo de manifestar mis opiniones por medio de la televisión, que—al igual que el periódico y la radio—es vehículo transmisor del pensamiento; y las viola también porque, al impedir el funcionamiento de la televisión, me impide comunicar mi pensamiento, sin previa censura, a través de ese moderno medio de expresión. Artículo 46 de la Constitución Política. ‘Son prohibidos los monopolios de carácter particular y cualquier acto—aunque fuere originado en una ley—que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria’. No es un acto formal o sacramental lo que la Constitución prohíbe, sino cualquier acto que amenace o restrinja la libertad de comercio o industria, aunque fuere originado en una ley. El acto del señor Ministro, en virtud del cual me niega la licencia para operar experimentalmente la televisión, amenaza y restringe el derecho que, conforme a la Constitución, tengo para ejercer mi comercio e industria. Simultáneamente, el señor Ministro viola el derecho que me concede el artículo 56 de la misma Carta. Yo fui a los Estados Unidos, con grandes sacrificios económicos para mi familia, a estudiar una rama del saber humano. En los centros técnicos de aquella gran nación me capacité adecuadamente para ejercer mi profesión y ganarme así el sustento diario; y mis conocimientos sobre televisión pueden ser útiles al país que no cuenta todavía con esa maravillosa aplicación de la ciencia moderna. El señor Ministro no me deja ejercer mi trabajo, y esto es violatorio del derecho que todo habitante tiene de ganarse la vida honestamente. – Otras consideraciones: ‘El servicio de radiodifusión—dice el artículo 10 de la citada Ley N° 1758—es el que, mediante emisiones sonoras o visuales—televisión—transmite directamente al público programas culturales, artísticos, informativos o de entretenimiento que respondan al interés general’. Por el artículo 11, las radioemisoras están obligadas a ceder gratuitamente al Ministerio de Educación Pública un espacio mínimo de media hora por semana para fines de divulgación científica o cultural. Y, de acuerdo con los textos de ese mismo artículo de la ley, los programas de las transmisoras deben contribuir a elevar el nivel cultural de la Nación. Al tenor de estas disposiciones, las estaciones radioemisoras comerciales están en la obligación de contribuir al desarrollo de la cultura del país, con lo que los fines eminentemente culturales de la televisión—a los que alude el señor Ministro en su nota N° 00602, están ampliamente protegidos sin necesidad de recurrir al odioso monopolio. Recientemente, en la Policlínica del Seguro Social, hice—a base de una experimentación no inalámbrica—una proyección televisada de una delicada operación quirúrgica que sirvió de ilustración a médicos y enfermeras. El resultado de esa proyección aparece expuesto en la nota que me dirigió el Doctor Iglesias Rodríguez, Director de ese centro hospitalario, que acompaño a este memorial en copia fotostática, y cuyo contenido confirma la tesis que sustento. Este medio útil y beneficioso para la divulgación cultural y educativa—que todos los países civilizados están aplicando y estimulando, con excepción de Costa Rica—lo garantiza la Constitución Política en el artículo 89, cuando dice: ‘Entre los fines culturales de la República están: proteger las bellezas naturales, conservar y desarrollar el patrimonio histórico y artístico de la Nación, y apoyar la iniciativa privada para el progreso científico y artístico’. La negativa del señor Ministro Volio Sancho echa por tierra ese bello y útil postulado de nuestra Constitución Política. – Soy costarricense, hijo de la ciudad de Alajuela, y el capital con que trabajo es netamente costarricense. Por consiguiente, estoy protegido por la disposición del artículo 3° de la Ley N° 1758. – Parte petitoria: Dicho lo anterior, muy atenta y respetuosamente, pido a los señores Magistrados: 1) Declarar con lugar el presente recurso de amparo. 2) Que en virtud de esa declaratoria, se comunique al señor Ministro de Gobernación, licenciado don Fernando Volio Sancho, la obligación en que está de concederme la licencia por mí solicitada, para operar una radioemisora experimental de televisión en el canal 3, o en cualquiera de los 12 canales libres actualmente de todo uso—a fin de que se respeten las garantías individuales consignadas en los artículos 28, 29, 46 y 56 de la Constitución Política. – Prueba: Ofrezco como prueba: 1) Las notas originales del señor Ministro de Gobernación, que he transcrito en este libelo. 2) La copia fotostática de la carta que me dirigió el Doctor Iglesias Rodríguez, Director del Hospital Central de la Caja Costarricense del Seguro Social. 3) Una inspección ocular, que practique el funcionario designado por la Corte Plena, a fin de demostrar que estoy en capacidad de equipo y de conocimientos para operar inmediatamente en vía experimental. 4) Una proyección televisada, ante ese mismo funcionario o, lo que sería más conveniente, ante todos los señores Magistrados para que, personalmente, se den cuenta de nuestra preparación y equipo técnicos. – Formulación subsidiaria del recurso: si fuere del caso, dejo interpuesto el presente recurso de amparo contra el señor Presidente de la República y el señor Jefe del Departamento de Control Nacional de Radio”.
El señor Ministro de Gobernación contestó el informe en los siguientes términos: “I. – Falta de un Reglamento de Televisión. Se alega que de acuerdo con el artículo noveno de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954 y con los preceptos constitucionales respectivos, ha sido obligación del Poder Ejecutivo y concretamente del Ministerio de Gobernación, la de emitir el Reglamento correspondiente; que al no haberlo hecho se ha incurrido en falta u omisión imputable al Ministerio, y que por esa razón se considera injusta e ilegal la negativa dada, en cuanto se apoya en la falta de Reglamento. Bien se ve que, en esas apreciaciones, no se indica ninguna razón jurídica que pueda demostrar la falta de fundamento de la negativa del Ministerio y la procedencia del Amparo solicitado. Sin embargo, aprovecharé la feliz oportunidad que me proporciona el recurrente, cuando pretende imputarme falta de diligencia, para demostrar ante el más alto Tribunal de la República la preocupación que el Poder Ejecutivo siente por el cumplimiento de sus obligaciones, a cabalidad, es decir, con apego a los mejores principios de una buena administración y con miras exclusivas al interés público. La Ley N° 1758 fue publicada en las postrimerías del mes de junio de 1954. De inmediato el señor Presidente de la República, en colaboración con el Consejo de Gobierno y especialmente con el Ministerio de Gobernación, se dio a la tarea de dictaminar todos los aspectos del complejo problema que significaba el aprovechamiento de esta gran conquista de la ciencia moderna—como bien lo dice el recurrente—a beneficio de la colectividad costarricense, para darle la vigencia y realidad a la disposición que el mismo Consejo de Gobierno había tomado antes de la promulgación de la ley, en el sentido de utilizar la televisión para fines culturales y otros de interés general. De ese intercambio de opiniones y del propio empeño del suscrito, resultaron las actuaciones que se encuentran plasmadas en  las múltiples comunicaciones que a partir del tercer mes siguiente a la promulgación de la ley, fueron cursadas por mi Despacho y copia de las cuales tengo la honra de poner en manos de los distinguidos miembros de esa Corte. Por medio de ellas podrán enterarse de que, usando los canales del Ministerio de Relaciones Exteriores (oficio N° 8609 de 1° de octubre de 1954), de nuestras representaciones diplomáticas en el exterior (oficio N° 953 DD de 5 de octubre de 1954), de las Dependencias especializadas de este Ministerio (oficio N° 1143 de 6 de octubre de 1954) y de los Organismos Internacionales (oficio N° 9892 de 10 de noviembre de 1954 y de 17 de noviembre de 1954), he venido procurando obtener los datos y conocimientos necesarios, así como la asistencia técnica del caso, para emitir una reglamentación que garantice el mejor aprovechamiento de la televisión en Costa Rica, tal como es la aspiración del Gobierno de la República, según lo he dejado expuesto. – No escapará al ilustrado criterio de los señores Magistrados, la necesidad en la que el Ministerio se ha encontrado, de procurarse todos esos elementos para dotar al país de una reglamentación ajena al empirismo que significaría la emisión inconsulta de un reglamento confeccionado de la noche a la mañana. No escapa tampoco la claridad con la que ha quedado demostrado lo infundado de los cargos que vienen enderezados en el Recurso contra el Poder Ejecutivo y particularmente contra el suscrito. Semejante actitud, por otra parte, habría sido contraria al inciso g) del artículo 4° de la citada Ley N° 1758, que exige la emisión del reglamento según los patrones técnicos y las normas establecidas en los países que han desarrollado debidamente esta materia. Dicho lo cual, a manera de explicación moral, justificativa de la falta actual de reglamento en la materia de que se trata, pasaré a referirme al aspecto legal, por más que a ese campo no entró de lleno el recurrente. La Ley N° 1758, ya citada, que es la reguladora de las actividades relativas a servicios inalámbricos y que sólo cita el reglamento para afirmar que es obligación del Poder Ejecutivo reglamentarla, dice en el artículo 1°: ‘Los servicios inalámbricos no podrán salir definitivamente del dominio del Estado, y sólo podrán ser explotados por la Administración Pública o por los particulares, de acuerdo con la presente ley, salvo los casos de concesiones especiales’. Este artículo, que tiene el sólido fundamento del inciso 14), artículo 121 de la Carta Magna, ha de ser la directriz para la apreciación de los que se citarán después, y con acatamiento a sus postulados deberán interpretarse los preceptos de la ley. Conforme a dicha disposición constitucional, los servicios inalámbricos (que incluyen, desde luego, los de televisión) son patrimonio exclusivo del Estado, de cuyo dominio no pueden por ningún motivo salir, de suerte que para que la Administración Pública o los particulares exploten esa clase de servicios, se requerirá que se cumplan los ordenamientos que tanto la Constitución como la ley establecen. Siendo así, los servicios inalámbricos de radiodifusoras de televisión únicamente podrán operarse cuando exista un reglamento que, de acuerdo con los ‘patrones técnicos y normas sobre distribución de frecuencias, establecidos en los países en donde se haya desarrollado esa rama de las radio-comunicaciones’, garantice su explotación racional y su efectivo beneficio público. Es obvio que tal Reglamento sólo podrá emitirse con esas condiciones cuando se haya logrado los informes y asistencia técnica que el Poder Ejecutivo ha estado procurando. Entretanto, no es posible su explotación, porque a ello se opone el inciso g) del artículo 4° interpretado a contrario sensu. Si la Administración Pública, que por medio del Poder Ejecutivo tiene la facultad y el deber de ejecutar las leyes prontamente, según disposición del artículo 140 de la Constitución Política, no ha osado operar la televisión sin las indispensables bases reglamentarias, menos aún podría autorizar esa explotación por particulares, quienes por lo general no sienten la obligación de defender los intereses públicos, ya que es lógico que hayan de preocuparse mayormente de los propios. Es más, el legislador costarricense, con encomiable previsión, dispuso que la supervigilancia y control que el Estado deba ejercer sobre esta clase de servicios (artículo 3° ibídem) se llevara a cabo por medio del Ministerio de Gobernación y sus Departamentos especializados, dejando a su discreción la ‘oportunidad’ en que debía emitirse el Reglamento, y autorizándolo ampliamente no sólo para otorgar licencias, sino para cancelarlas (artículo 4 inciso g) cit. y artículo 6 ibídem), todo con el evidente propósito de que tales servicios aprovechen a la comunidad y contribuyan a elevar el nivel cultural de la Nación (artículos 10 y 11). En tales condiciones, es innegable que la disposición del Ministerio, negando permiso al señor Reyes para establecer una televisora, tiene arraigo y fundamento en una ley de la República, que no sólo conoce dicho señor, sino que él mismo señala en su recurso. Y, especialmente, se apoya en el párrafo c) del inciso 14) del artículo 121 de la Constitución Política, que además de confirmar el dominio perpetuo del Estado sobre estos servicios, remite su explotación a los términos de la ley. Así las cosas, el recurso es improcedente de acuerdo con el inciso a) del artículo 3° de la Ley de Amparo ya citada, pues el acto impugnado se apoya en leyes vigentes que facultan al Poder Ejecutivo para tomar discrecionalmente, en el caso de autos, las medidas de precaución que estime necesarias al interés público. Esa es la doctrina que la Corte Plena expuso en su sesión N° 36 (sic) de las 15 horas del 12 (sic) de julio de 1951, al resolver el recurso de Amparo establecido por la señora Emilia Prieto Tugores, cuando dijo: ‘Discutido ampliamente el caso, se resolvió declarar sin lugar el recurso porque, según lo ha establecido esta Corte, la protección que por la vía del recurso de Amparo otorgan la Constitución y la ley a los ciudadanos, se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustificados dirigidos a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en dicha Carta Fundamental, y no a aquellos que los funcionarios ejercen en acatamiento de las funciones discrecionales y preventivas que la ley les asigna en el desempeño de su cargo’. La tesis de que, cuando el acto de la administración se apoya en una disposición legislativa, es improcedente el Recurso de Amparo, ha venido confirmándose invariablemente en Corte Plena, según se aprecia en la resolución tomada a las 14 horas del 7 de marzo (sic) de 1951, cuando al conocer del caso establecido por Danilo Jiménez Veiga contra el señor Ministro de Hacienda, se dijo: ‘se resolvió declarar sin lugar el recurso, porque (…) el Tribunal estima que, en el caso, la negativa del funcionario del Estado a permitir la entrega para ser distribuidos ejemplares de una revista extranjera cuyo contenido es la expresión de un aspecto actual del funcionamiento de la política del partido comunista, tiene apoyo en leyes vigentes’… – II. Monopolio del Estado. Bien comprendo que, en su afán de obtener un resultado favorable a sus intereses, el recurrente pretende impresionar a los señores Magistrados con el artificio de que se quiere establecer un monopolio, valiéndose para ello de una expresión que, a manera de explicación adicional, se diera en la comunicación del Ministerio, cuando se dijo que el Consejo de Gobierno había resuelto destinar a fines culturales y de interés público el servicio de la televisión, con el carácter de actividad estatal. Pero no es posible que se pueda retorcer el concepto ‘Estatal’ hasta el punto de confundirlo con el de ‘monopolio’. El primero comprende, según el diccionario de la lengua, todo lo relativo al Estado; y el segundo significa aprovechamiento exclusivo de alguna cosa. La calificación que el Consejo de Gobierno dio a la televisión, de que será actividad estatal, no equivale a una declaración de que habrá un único empresario, sino al señalamiento de que, por la relevante importancia que a juicio del actual Gobierno tiene ese servicio inalámbrico, debe estar bajo control del Estado para aprovechar sus ventajas culturales, educativas y demás que interesan al bienestar social. Dándole a la televisión el carácter de servicio estatal, evidentemente se imponen obligaciones a los gobernantes, en el sentido de atender debidamente ese servicio y dotarlo del contenido técnico y económico necesario para que cumpla con los postulados de bienestar y de educación de la familia costarricense, que propugnan, entre otros, los artículos 50 y 77 de la Carta Magna. -  No es, pues, un deseo monopolístico el que ha inspirado la decisión del Consejo de Gobierno, acatado por el Ministerio a mi cargo, sino más bien el afán de darle su recto y verdadero sentido al texto constitucional del párrafo c) inciso 14 del artículo 121, en el cual el constituyente manifestó su propósito de que los servicios inalámbricos—cuya ponderación es obvia—formen parte del patrimonio perpetuo del Estado a fin de que sirvan a la Nación en el amplio margen de que son capaces de hacerlo, y de que solamente como función del Estado ejercida por medio de leyes y reglamentos especiales, puede ser objeto de explotación. De acuerdo con lo dicho, resulta evidente que la correcta interpretación del texto constitucional es la que nosotros le hemos dado, en el sentido de que la televisión está destinada al servicio público y debe ser explotada en carácter de función del Estado, a través de la Administración Pública, como una sana política gubernamental, sin que esto excluya de modo definitivo la posibilidad de licencias particulares, en el momento oportuno. Como se observa, lejos de ser política monopolística la enunciada por el Consejo de Gobierno, es simple aplicación de la doctrina administrativa referente a la explotación de servicios de sumo interés público. – III. Facultad de la Administración para otorgar o no, libremente, concesiones a particulares. Se advierte claramente que, a falta de razones jurídicas, el autor del recurso aduce argumentos especulares con el deliberado objeto de impresionar a los señores Magistrados. En el aparte del recurso que ya comenté, quiso demostrarse una tendencia monopolística; en el que ahora nos ocupa, se pretende presentar una actitud arbitraria. En alguna parte se habla de tendencias totalitarias, en otras se menciona a Rusia. Argumentos bien gastados, que no nos alcanzan, pues los hombres que tenemos la fortuna de cooperar actualmente al servicio del Estado, muchas batallas dimos—aun en asocio de algunos que hoy nos atacan—por la confirmación de los principios de respeto a los derechos humanos y a los preceptos de la ley. Aunque parezca innecesario, conviene aclarar que cuando hice referencia a la posibilidad de dar concesiones a particulares en materia de comunicaciones inalámbricas, me refería naturalmente a las que permiten las leyes, de acuerdo con la doctrina jurídica. Es decir, dentro del margen de libertad, de discrecionalidad, que la Constitución otorga al Poder Ejecutivo para llevar a cabo la gestión administrativa, bien cabe, en caso como el que se discute, el libre albedrío de los funcionarios públicos. Es lo mismo que ocurre cuando el Juez, dentro de los cánones del Derecho Penal, impone una sanción en el tanto en que, a su libre disposición, a su sano criterio, a su juicio, da margen la ley. No podría decirse que escogida la pena dentro del máximum y el mínimum que fija la ley, el Juez haya actuado arbitrariamente. Como tampoco puede decirse que cuando la ley deja al prudente arbitrio de un funcionario en tomar disposiciones de seguridad o de interés general, esté cometiendo actos arbitrarios. Ciertamente, existe la ley a que hace referencia el recurrente y a la cual me remití con sobrada amplitud en el aparte primero de este informe. Es precisamente con fundamento en ella y por delegación constitucional, que pude afirmar que la concesión de servicios inalámbricos es una facultad y no un deber de la Administración Pública. Desde luego, esta facultad no es irrestricta o absoluta, sino delimitada por la Constitución y las leyes, pero no por eso pierde su carácter de discrecional. No otra cosa puede entenderse del encargo que le da la ley a la Administración Pública, concretamente, al Poder Ejecutivo, para emitir un Reglamento que disponga todo lo relativo a la operación de la televisión, al propio tiempo que en el artículo 6° deja a su cargo el otorgamiento, cancelación de licencias y aprobación de traspasos que deben hacerse de acuerdo con ese reglamento por él mismo dictado. Tesis que se conforma con la doctrina que tan claramente expresa Bielsa en su obra ‘Derecho Administrativo’, cuando dice: ‘El servicio público propio es actividad propia del Estado y no de los particulares; en consecuencia estos solamente por delegación del Estado, es decir por concesión, pueden prestar ese servicio. Prestar un servicio público—cualquiera sea—no es ejercer industrias o comercio como acto de economía privada o particular. Ni el derecho positivo ni el derecho natural reconoce a los particulares la facultad de ejercer funciones del Estado; es el Estado quien realiza los servicios públicos, o concede o autoriza su prestación. Dicho más explícitamente: La Constitución no da ni garantiza a los habitantes derechos subjetivos respecto al ejercicio o a la realización de servicios públicos, pues prestar esos servicios constituye una función propia del Estado… Por eso, cuando el Estado concede o autoriza la prestación de un servicio público del que es árbitro exclusivo, lo mismo que para usar el dominio público terrestre, fluvial o aéreo, en manera diferencial, ejerce una potestad incuestionable que se expresa en el acto de reglamentarlo y fija su duración en la forma y las condiciones que él juzgue necesarias, o sólo convenientes’… - Examen de los textos constitucionales que se indican como violados. Previamente a entrar de lleno en el asunto, conviene reproducir los siguientes párrafos que contiene la demanda de Amparo y que constituyen confesión del interesado de la improcedencia del recurso que interpone. Dice así: ‘Con fecha 12 de enero de este año me dirigí al señor Ministro de Gobernación en solicitud de una licencia para operar una radioemisora experimental de televisión’. ‘Recientemente, en la Policlínica del Seguro Social, hice—a base de una experimentación no inalámbrica—una proyección televisada de una delicada operación quirúrgica que sirvió de ilustración a médicos y enfermeras’. Si lo solicitado por el recurrente es una licencia para radioemisora experimental, no se ve por dónde pueda resultar infringido en alguna forma el artículo 46 de la Constitución Política que se refiere al ejercicio del comercio, agricultura e industria. Ninguno de estos objetivos puede tener una estación experimental. Si el señor Reyes no ha pretendido ejercer el comercio o industria, no puede buscar amparo en el texto citado. Si, contrariamente, lo que quiere es realizar esas actividades de interés pecuniario particular, ha debido solicitarlo con franqueza y no bajo la apariencia de una labor de investigación. Si con olvido de las disposiciones de la ley, el señor Reyes ha televisado una operación quirúrgica sin autorización de nadie, y sin que nadie se lo haya impedido, no se concibe tampoco cómo pueda reclamar que se le hubiera inquietado en el ejercicio de sus derechos ni en la escogencia de su trabajo, con violación de los artículos 28 y 56 de la Constitución. Finalmente, si el recurrente no indicó en qué forma ha pretendido manifestar sus opiniones o pensamientos, ni por qué medios se le ha impedido hacerlo, no hay tampoco violación del artículo 29 de la misma Carta. Así las cosas, es indudable que el recurso no tiene el menor asomo de razón y debe rechazarse. – En las condiciones expuestas, es tarea difícil la de relacionar y glosar los artículos constitucionales que se señalan como violados en el memorial del señor Reyes. Sin embargo, dentro del propósito de dejar mayormente evidenciada, si cabe, la improcedencia del mismo recurso, trataré de poner de manifiesto cómo no pueden haber sido afectados, por la negativa a extender la autorización solicitada, los textos cuya supuesta violación acusa el recurso. El artículo 28 sólo podría infringirse mediante una actitud de carácter positivo, es decir, por una acción encaminada a inquietar o perseguir a alguien. Y en el caso contemplado en este recurso, el Ministerio de Gobernación no ha ejercido ninguna actividad de esa clase. Se ha limitado a no autorizar la pretensión del recurrente para operar una radioemisora experimental de televisión; y lo ha hecho con apoyo del inciso g) del artículo 4° de la Ley N° 1758 que regula la materia, supuesto que esa norma sólo permite esa operación con base en un reglamento que a la fecha no ha podido ser promulgado. El artículo 29 que garantiza el derecho de toda persona para comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito y para publicarlos, no hace referencia a la exhibición de imágenes, ni a la divulgación de pensamientos o actividades de otros. La garantía que ese texto establece es personalísima, y sólo puede ser violada cuando se trate de impedir la manifestación de los pensamientos propios, nunca cuando lo fuere de los ajenos. En el recurso no se encuentra mención de cuáles pensamientos propios del señor Reyes hayan podido ser objeto de intervención de mi parte. Por lo demás, los preceptos constitucionales que en Costa Rica garantizan los derechos y libertades públicas—al igual que en todos los países civilizados—no son absolutos o ilimitados, porque ello implicaría la anarquía. Tienen su esfera de acción determinada por la propia Constitución, las leyes y las necesidades de la convivencia social, de tal manera que el derecho de uno termina donde pueda afectar el ajeno. Y en el caso que examinamos, tanto la Constitución en el muchas veces citado inciso 14 del artículo 121, como la también mencionada Ley número 1758 y el interés de los demás habitantes, está limitando, o más propiamente sujetando, a formalidades especiales el ejercicio de los derechos del recurrente. Nótese que en cuanto interesa al señor Reyes, el artículo 13 de la ley citada establece: ‘Las estaciones de radioaficionados o experimentales no efectuarán servicios de radiodifusión’… En otras palabras, independientemente del otorgamiento o no de la licencia solicitada, el interesado está impedido de ejercer el comercio o industria con una radiodifusora como la que pretende, y consecuentemente no puede ampararse a los artículos constitucionales que señala como violados. La tesis de limitación, en la interpretación del verdadero alcance o doctrina de las garantías constitucionales, fue expuesta por la Corte Plena al resolver un recurso de amparo que estableciera el licenciado Manuel Mora Valverde, cuando dijo: ‘De los antecedentes a la vista no aparece que el Ministro de Gobernación y Policía hubiera actuado contra las leyes, porque si bien el artículo 28 de la Constitución Política establece que nadie puede ser inquietado por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley, y el 29 ibídem que todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, sin previa censura, quedando responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de ese derecho del modo que la ley determina, tales disposiciones se hallan relacionadas con las prescripciones establecidas en el artículo 98 de la misma (…) de modo que la prohibición impuesta a este último en esa precaria situación debe estimarse como una medida prudencial de carácter preventivo, tomada por las autoridades encargadas por la Constitución y las leyes de mantener el orden público, siendo, por otra parte, a ellas a quienes correspondía apreciar la gravedad de la situación que justificara la medida’… y también está contenida esa doctrina en la resolución de la misma Corte dictada en el recurso de amparo de Jack Salomons contra el Ministro de Economía y Hacienda, que dijo: ‘se declaró sin lugar el recurso, porque si bien el artículo 46 de la Constitución Política prohíbe los actos que amenacen o restrinjan la libertad de comercio, aún cuando se originaren en una ley, la disposición (…) no tiene por fin la restricción contra la cual ampara el citado texto constitucional, sino el exclusivo propósito de defender vitales intereses de la comunidad’. – De manera que, por ser de vital interés público la explotación de la televisión, y estar regulada por el artículo constitucional y la ley especial que tanto hemos mencionado, la resolución del Ministerio a mi cargo es legítima y no puede estimarse como violatoria de la Carta Magna. – Reitero muy atentamente mi petición a ese alto Tribunal, para que se desestime y rechace el Amparo que contesto, con mérito en las razones que aquí expongo”…
Previa deliberación, por mayoría se dispuso declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones: Dentro de la finalidad que persigue el recurso de Amparo, lo único que procede estimar, en el caso presente, es si la negativa del señor Ministro de Gobernación, de otorgar licencia para que el recurrente opere una radioemisora experimental de televisión, vulnera alguno de los derechos que este afirma le conceden los artículos 28, 29, 46, 56 y 89 de la Constitución Política. Con tal objeto, debe tenerse presente que los servicios inalámbricos no pueden salir definitivamente del dominio del Estado; y que sólo podrán ser explotados por la administración pública “o por particulares de acuerdo con la ley”, al tenor de lo preceptuado, en lo que interesa, por el párrafo segundo y el inciso c), párrafos inicial y segundo, del apartado 14) del artículo 121 de la mencionada Carta Fundamental. Luego, lo primordial es determinar si existe un innegable irrespeto de las disposiciones legales que establecen los requisitos para obtener licencia y operar una radioemisora experimental de televisión, de propiedad particular. Y tal irrespeto no se ha evidenciado. En efecto, la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954 establece, en lo que interesa también, que es de acuerdo con sus normas que los servicios inalámbricos podrán ser explotados por los particulares (artículo 1°); que para operar una estación inalámbrica debe obtenerse la licencia del caso, previo el pago del impuesto correspondiente, “y haber llenado los requisitos que el respectivo Reglamento imponga” (artículo 7°); que corresponde al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Gobernación, el otorgamiento de licencias para operar estaciones de radiotelevisión (artículo 6°); y, en fin, que las radiodifusoras de televisión “operarán de acuerdo con el Reglamento que oportunamente emitirá el Ministerio de Gobernación según los patrones técnicos y normas sobre distribución de frecuencias establecidos en los países donde se haya desarrollado esa rama de las radiocomunicaciones” (aparte g del artículo 4°). En resumen, que la explotación por particulares del servicio inalámbrico en su forma de radiodifusoras de televisión, el legislador lo condicionó al cumplimiento de disposiciones reglamentarias, tanto para obtener la licencia, cuanto para operarlas propiamente. Y como esas disposiciones no se han dictado, su ausencia es motivo que impide calificar de ilegítima la negativa a conceder la que el recurrente solicitó, sin que para arribar a esta conclusión quepa hacer pronunciamiento alguno por el hecho de no haberse promulgado aún los reglamentos respectivos, pues ninguno le corresponde emitir a esta Corte, a ese respecto, con ocasión del presente recurso de Amparo. Y si no existe negativa al margen de la ley aplicable en la especie, es evidente que no se da tampoco el alegado quebranto de las normas constitucionales contenidas en los artículos 28, 29, 46, 56 y 89 de la Constitución.
El Magistrado Calzada también votó por declarar sin lugar el recurso, y fundó su voto así: el señor Ing. Carlos Manuel Reyes Zamora, con fecha 12 de enero del corriente año, se dirigió al Ministerio de Gobernación y Policía, solicitando licencia para operar una radioemisora experimental de televisión, y fundó su petición en los preceptos de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954 y en los artículos 46 y 89 de la Constitución Política. En notas números 602 de 25 de enero y 1647 de 27 de febrero, ambas de este año, el Ministerio de Gobernación y Policía, a cargo del licenciado don Fernando Volio Sancho, denegó la licencia, fundando la resolución en dos motivos primordiales: en que “no existe aún reglamento alguno sobre televisión”, y en que “la actual Administración, al definir su política fundamental en esa materia, dispuso que la televisión sea en Costa Rica un servicio estatal con fines eminentemente culturales”. Aclaró, además, en la segunda nota citada, que: “Tratándose de comunicaciones inalámbricas, que son del dominio del Estado, la Administración Pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares”, y que “Este principio está contenido en el artículo 121, inciso 14, párrafo c) de la Constitución Política, y reafirmado en la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954”. El señor Ingeniero Reyes Zamora estima, en su recurso de Amparo—parte petitoria de su libelo de fecha 5 del presente mes—que al negar el Ministerio de Gobernación y Policía su solicitud, lo privó del goce de las garantías constitucionales consignadas en los artículos 28, 29, 46, 56 y 89 de la Carta Magna. Conviene tener presente que, habiendo solicitado el Ingeniero Reyes Zamora su licencia para operar una radioemisora experimental de televisión con fundamento en los preceptos de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, el señor Ministro de Gobernación está obligado a resolver la solicitud de acuerdo con las disposiciones del articulado de esa ley, prescindiendo de los fines que le diera el interesado a la solicitud, porque esa gestión, como se ha dicho, está fundamentada en las normas de esa Ley. Así fue como el señor Ministro razonó correctamente su resolución con base en la Ley N° 1758 y, además, con el artículo 121 inciso 14, párrafo c) de la Constitución Política. La Constitución, en el capítulo referente a las atribuciones de la Asamblea Legislativa, dispone en el artículo anteriormente citado, que le corresponde a ese Alto Cuerpo “Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación”, estableciendo luego que “No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: a) … b) … c) los servicios inalámbricos”, y agregando que “Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa”… Y la Asamblea Legislativa, acatando ese precepto constitucional, emitió la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, que regula los servicios inalámbricos. Esa ley, en su artículo 1°, adopta la precitada disposición constitucional, cuando dice: “Los servicios inalámbricos no podrán salir definitivamente del dominio del Estado, y solamente podrán ser explotados por la Administración Pública o por los particulares, de acuerdo con la presente ley, salvo los casos de concesiones especiales”. De manera que, según las indicadas disposiciones—constitucionales y legales—los servicios inalámbricos son del dominio del Estado y sólo podrán ser explotados por particulares de acuerdo con la indicada ley N° 1758, que en su artículo 10° le da facultad al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Gobernación y previa consulta con el Departamento de Control Nacional de Radio, de otorgar y cancelar licencias para operar estaciones de radiotelevisión, entre otras. Así pues, el Estado está facultado legalmente para conceder o no licencias que se soliciten con apoyo en la Ley N° 1758. Por otra parte, aún en el caso de que el Poder Ejecutivo accediera a conceder licencias a particulares, en los actuales momentos no podría hacerlo, porque todavía no está en vigencia el Reglamento a que se refiere el inciso g) del artículo 4° de la Ley N° 1758 que expresa, cuando se refiere a la clasificación de las estaciones inalámbricas, por sus servicios: “Radiodifusoras de televisión, las cuales operarán de acuerdo con el Reglamento que oportunamente emitirá el Ministerio de Gobernación según los patrones técnicos y normas sobre distribución de frecuencias establecidos en los países donde se haya desarrollado esa rama de las radiocomunicaciones”. Es decir, sin Reglamento no pueden operar la televisión, la Administración Pública ni los particulares. Son aceptables las razones que da el señor Ministro con el fin de explicar porqué no se encuentra emitido ese Reglamento, que no es un reglamento corriente, sino de elaboración cuidadosa, en que deben tomarse en cuenta los patrones técnicos y las normas sobre distribución de frecuencias establecidas en países adelantados en esta materia de la televisión, aspectos científicos, morales y culturales, que requieren estudio, asuntos en los cuales el señor Ministro se ha preocupado para obtener esos datos indispensables, como puede observarse de las comunicaciones aportadas al expediente. Del Ministerio de Gobernación: oficios números: 8609 del 1° de octubre de 1954; 9822 de 10 de octubre de 1954; de 31 de mayo de 1955; 6965 de 30 de agosto de 1955; 1.1138/2192 de 30 de setiembre de 1955; 9767 de 11 de noviembre de 1955; y 1112 de 10 de febrero de 1956. Del Ministerio de Relaciones Exteriores: 953-DD de 5 de octubre de 1954; 3.6-01/6213 de 17 de noviembre de 1954; N° 5.4ª.01-9160-NU de 8 de noviembre de 1955; N° 5.4ª.01-9246-UN de 12 de noviembre de 1955 y 5.4ª.01-10.164-UN de 30 de enero de 1956. Del Ministerio de Educación Pública: Nota de fecha 10 de noviembre de 1955. De la Dirección General de Telégrafos y Radios Nacionales, Oficio N° 1143 de 6 de octubre de 1954. Del Departamento de Control Nacional de Radio: nota de 18 de noviembre de 1955. De la Embajada de Costa Rica en Washington: Nota de 17 de diciembre de 1954. De don Eduardo Trejos Dittel: carta fechada en París, 13 de setiembre de 1955. De don H. Pons: nota procedente de México, 6 de julio de 1955. De la UNESCO: Comunicaciones de fechas 25 de mayo y 23 de junio de 1955 y MMT./538-385. De Operation Mission to Costa Rica – The Institute of Inter-American Affairs, con fecha 31 de marzo de 1955 y un Memorándum de Entendimiento de 21 de marzo de 1955. Si como queda expuesto, el Ministerio de Gobernación y Policía fundamentó su resolución en normas de la Constitución Política y de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, para denegar el permiso pedido por el señor Ingeniero Reyes Zamora, no es posible establecer que su aplicación lo haya privado del goce de los derechos constitucionales a que se refieren los artículos 28, 29, 46 y 56 de la Carta Magna, desde luego que esas disposiciones legales vieron la luz pública con las limitaciones que establece el artículo 121 inciso 14) de la misma Constitución Política, motivos por los cuales debe declararse improcedente el recurso de amparo.
El Magistrado Jugo se pronunció por declarar sin lugar el recurso, por cuanto la actuación ministerial tiene apoyo en la ley, pero instando al mismo tiempo y del modo más respetuoso, al Poder Ejecutivo, a fin de que dicte el reglamento respectivo a la mayor brevedad posible, ya que la ley no fijó un plazo determinado.

Los Magistrados Bejarano y Fernández Porras se pronunciaron además porque se hiciera la misma excitativa a que se refiere el Magistrado Jugo.

Y los Magistrados Jacobo, Sanabria, Jiménez y González Sibaja, votaron por declarar con lugar el recurso, y fundan su voto en los siguientes motivos: I. – La Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, referente a los servicios inalámbricos, reproduce el principio constitucional contenido en el inciso 14 del artículo 121, en cuanto: “No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: a) … b) … c) los servicios inalámbricos. Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa”. – La pre aludida Ley N° 1758 clasifica las radiodifusoras de televisión por sus servicios, como estaciones inalámbricas, y recomienda al Ministerio de Gobernación, en asocio con el Departamento de Control Nacional de Radio, de elaborar el respectivo reglamento, al tenor de patrones técnicos y acuerdos internacionales; así como el otorgamiento y cancelación de licencias para operar estaciones de radiotelevisión, según artículo 4 inciso g), 6 y 9. – El derecho del recurrente, al solicitar licencia para operar una radioemisora experimental de televisión, no sólo encuentra apoyo en la propia ley, sino también en los inveterados precedentes otorgados a la propia radiodifusión. Es principio universalmente conocido que, donde hay la misma razón debe existir idéntica disposición. Si en materia de servicios inalámbricos, la radiodifusión es lo primario esencial y el invento de la televisión un complemento científico, resulta indubitable que a la reciente modalidad en estudio, autorizadas por idéntica legislación, procede aplicar el principio de que lo accesorio sigue a lo principal. Propiciar un criterio discriminatorio en ambas ramas de común actividad, conduciría a una ilógica e injusta interpretación obstaculizante en Costa Rica de una modalidad de la ciencia con el consiguiente retraso en una industria llamada, no sólo a servir de medio económico de vida, sino también al progreso científico, artístico y cultural de los costarricenses. Se recuerda, como simple ejemplo histórico, relacionado con el caso en estudio, las innovaciones y adelantos del cine silente con la sucesiva aparición científica del parlante, cinemascope, tridimensional, etc. – II. – En el cabal ejercicio de sus derechos ciudadanos, el particular recurrente ha estado facultado, tanto por la Constitución Política como por la ley, para solicitar y serle concedida, en la forma expresa de su petición inicial, concesión o licencia a efecto de poder operar en el país en trabajos experimentales de televisión. La excusa de ausencia del Reglamento no es atendible, vista la índole precaria de la solicitud y de estar ejercitando sus funciones técnicas el Departamento de Control Nacional de Radio. La notoria y prolongada falta de reglamentación adjetiva—aún siendo aceptables los motivos aducidos por el Ministerio—no es causa eficiente para enervar lo dispuesto en la Carta Fundamental y en la ley. Como así lo proclaman los expositores del derecho administrativo, se observa que la ley puede existir, tener plena validez y surtir sus efectos en ella previstos, sin que obste la aparición o existencia de su reglamento. Y del sub lite podemos incluso inferir que la promulgación de la Ley N° 1758 equivale y suple a manera de reglamento la disposición constitucional prevista en el inciso 14, párrafo c) del artículo 121. – En la dinámica de los hechos prácticos de la vida real administrativa del país, confrontamos la existencia operante de leyes sustantivas, con años de haber sido promulgadas por el Poder Ejecutivo, sin que coexistan actualmente con su correspondiente reglamento complementario, aun cuando ellas mismas ordenan en su texto promulgarlo. Tal ocurre, entre otros casos, con la Ley de Aviación Civil, que siendo en la actualidad una de las más esenciales e importantes para la vida de la Nación, aún después de más de seis años de promulgada, no se ha reglamentado como lo ordena el contexto de sus mismas disposiciones. No obstante, tal circunstancia de orden formalista, no ha sido obstáculo para que la Junta de Aviación Civil y el propio Ministerio de Gobernación, como órgano superior, hayan otorgado permisos o certificados de explotación a particulares y a Compañías de aviación que los han solicitado. – III. – Conceptuamos la actividad televisora, en el estado actual del progreso científico, complementaria de la simple radiodifusión, reglamentada y explotada esta en nuestro medio por la iniciativa privada. Del concepto que inserta el señor Ministro de Gobernación en el oficio N° 00602 de 25 de enero último, se aprecia la tendencia de la Administración, de encauzar la televisión en Costa Rica como servicio estatal con fines eminentemente culturales. Para arribar a tal logro, sería indispensable cumplir con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 46 de la Constitución Política. – IV. – Con fundamento en lo escuetamente considerado en precedentes capítulos, dado el predominio individualista con que se impregnó la Carta Fundamental, y nuestras leyes en general, y como ejemplo, lo dispuesto en el artículo 27 del Código Civil, es de rigor concluir, manifestando que las ameritadas resoluciones del señor Ministro de Gobernación, denegatorias de licencia experimental para operar en trabajos de televisión, rozan invocados derechos y garantías individuales y sociales, amparados por los artículos 28, 29, 46 y 56 de la Constitución Política. – V. – Tres son las razones que el señor Ministro de Gobernación aduce en apoyo de la negativa de conceder licencia: 1) inexistencia de Reglamento sobre Televisión; 2) que la actual Administración definió su política fundamental en la materia, disponiendo que la televisión sea en Costa Rica un servicio estatal con fines eminentemente culturales; y por último 3) tratándose de comunicaciones inalámbricas, que son del dominio del Estado, la administración pública puede o no, a su libre albedrío, otorgar concesiones a particulares. Verificado el correspondiente estudio de cada una de las razones invocadas por el señor Ministro, y contrastadas con nuestra Constitución Política, arribamos a las siguientes forzosas conclusiones jurídicas: 1) La omisión reglamentista de la televisión no implica factor legal ni motivo justo que apuntale la decisión expresamente manifestada por el Ministerio. Además de no ser absolutamente indispensable el reglamento para conceder la licencia en la forma y manera especial solicitada por el recurrente, puesto que la ley no lo prohíbe. Obsérvese que en el caso concreto se trata de una estación experimental, cuyo funcionamiento es factible someterla a una especial reglamentación mientras se elabore y promulgue la correspondiente reglamentación definitiva. 2) La anunciada decisión de la Administración tendiente a convertir la televisión en Costa Rica en servicio estatal con fines eminentemente culturales, en el fondo implicaría el patrocinio de un monopolio al intentar reservarse el Estado para sí el desarrollo y explotación de una actividad que, como se dijo, actualmente deviene en complemento indispensable de la simple radiodifusión que sí es explotada por particulares. Tal decisión o intento, frente al actual planteamiento jurídico vigente, incide la propia Ley N° 1758 que, desarrollando el principio constitucional, expresamente autoriza el funcionamiento de la televisión como actividad privada y asimismo el canon fundamental que prohíbe los monopolios a favor de particulares y supedita los nuevos del Estado a la aprobación de la Asamblea Legislativa por decisión de dos tercios de la totalidad de sus miembros, artículo 46; y 3) Que la Ley N° 1758 ni el inciso 14 párrafo c) del artículo 121 de la Constitución dan margen para interpretar libremente que la Administración Pública esté autorizada con irrestricto albedrío de otorgar o no concesiones a particulares en materia de transmisiones inalámbricas, entre las cuales está la televisión. De la realidad escueta de los hechos informantes y del análisis de los indicados textos, se deduce en forma clara e indubitable que los particulares pueden, de acuerdo con la ley—que para el caso concreto es la N° 1758—o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa (caso en que no hubiere ley), explotar los servicios inalámbricos, sin que ello en ninguna forma pueda interpretarse en el sentido de que han salido definitivamente del dominio del Estado. Así las cosas, cabe expresar que con su resolución el señor Ministro de Gobernación ha violado los artículos 28, 29, 46, 56 y 89 de la Constitución Política, pues evidentemente al señor Reyes, por una actuación suya tendiente a conseguir una licencia para operar una estación experimental de televisión—que es un acto que no infringe ninguna ley—se le impide comunicar su pensamiento por medio de imágenes, se le restringe su libertad de trabajo y comercio, y se le niega apoyo a su iniciativa privada para impulsar el progreso de una ciencia que, a no dudarlo, traerá muchos beneficios al país. – VI. – Recapitulando, y con apoyo en la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, declárase haber lugar al amparo substanciado en las presentes diligencias. Con fundamento en los textos constitucionales citados, garantes de la iniciativa privada del recurrente, el señor Ministro de Gobernación procederá a otorgar la licencia en la forma solicitada, y de acuerdo con la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954.
